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I. ASUNTO 

 

Se procede a decidir la apelación formulada por la parte demandada, frente a 

los autos que decretaron medidas cautelares en el asunto de la referencia. 

 

II.  ANTECEDENTES 

 

1. Formuló la sociedad Farmaceres S.A., demanda ejecutiva en contra de 

Promedan S.A., para el cobro de las facturas generadas por la compraventa de 

mercancías, consistentes en medicamento y equipos hospitalarios. 

 

PROCESO: Ejecutivo 

DEMANDANTE: Farmaceres S.A. 

DEMANDADO: Promedan S.A.  

CUDR 05001 31 03 016 2021 00139 -01 

RDO. INTERNO 100-21 

INTERLOCUTORIO 120 

TEMA Y DECISIÓN La disposición de inembargabilidad de los dineros 
públicos destinados a la salud, no es absoluta, y por 
ende, existen ciertas excepciones frente a la misma, 
como lo es, que los créditos que se cobren, y en razón 
de los cuales se decreten las medidas, tengan como 
fuente esa actividad –salud-, por ser para lo cual 
estaban destinados dichos recursos. Cuando se 
embargue un establecimiento de comercio, el 
administrador puede continuar ejerciendo sus funciones 
con calidad de secuestre, debiendo cumplir las 
obligaciones que en razón de esto se le imponen. 
CONFIRMA y MODIFICA 
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Con fundamento en dicho cobro, se solicitó el decreto de medidas cautelares, 

entre ellos, los dineros depositados en cuentas bancarias a nombre de la 

deudora, créditos a su favor y establecimientos de comercio, entre otros. 

 

2. En auto del 25 de junio de 2021, se libró mandamiento ejecutivo, conforme lo 

pedido en la demanda, salvo dos facturas por carecer de requisitos formales; y 

en autos del 21 de julio y del 19 de agosto del mismo año, se decretaron las 

medidas cautelares solicitadas.   

 

En el primero, el embargo de los dineros que tuviera la demandada por 

cualquier concepto en las cuentas corrientes allí relacionadas, y demás 

productos bancarios en las entidades enunciadas; y el embargo y posterior 

secuestro sobre los establecimientos de comercio propiedad de la deudora, 

enlistados en el auto, para lo cual se designó secuestre de la lista de auxiliares 

de la justicia; y el embargo de los remanentes y de los bienes que se le 

llegaran a desembargar a la demandada en otro proceso adelantado en su 

contra.  En el segundo, se decretó el embargo y secuestro de bienes 

inmuebles. 

 

3. Notificada la demandada interpuso recurso de reposición y, en subsidio de 

apelación en contra de los dos autos que decretaron las medidas, para que 

fueran revocados en su totalidad, argumentando que los dineros de la 

seguridad social eran inembargables, al tenor de lo establecido en el artículo 25 

del Ley 1752 de 2015 y el artículo 594 del Código General del Proceso, y que 

al estar las cuentas objeto de la medida de embargo en cabeza de la 

demandada, siendo ésta un actor propio del Sistema General de Seguridad 

Social en Salud, los dineros que allí reposaban se encontraban dentro de dicha 

prerrogativa, sin que las obligaciones que se pretendían recaudar en esta 

demanda, se enmarcaran dentro de las excepciones al carácter de 

inembargabilidad referido.   

 

Igualmente, se aduce por el recurrente la falta de motivación del decreto de las 

medidas, detallando su necesidad y proporcionalidad, decretándose la totalidad 

de los activos de la demandada, lo que podría entorpecer el desarrollo en la 
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prestación del servicio de la misma, sin realizar una limitación a estas medidas, 

y sin considerar la cantidad que fue solicitada. 

 

En cuanto al embargo, de los remanentes y de los bienes que se le llegaren a 

desembargar a la demandada en otro proceso adelantado en su contra, expuso 

que no había razón para su decreto, pues dicho asunto ya se encontraba 

terminado para el momento en que se decretó la medida, por lo que el juzgado 

no había examinado su pertinencia. 

 

Finalmente, respecto del secuestro de los establecimientos de comercio, 

arguyó que no se había tenido en cuenta por el a quo, lo contemplado en los 

numerales 8 y 9 del artículo 595 del Código General del Proceso. 

 

4. Dentro del término legalmente concedido replicó la demandante, que debía 

considerarse que la demandada no era una entidad promotora de salud, sino 

una entidad prestadora del servicio de salud, quienes, por regla general, son 

susceptibles de ser embargados, de conformidad con el artículo 185 de la Ley 

100 de 1993, dado que los dineros que reciben no son de la administración y 

financiación del Sistema General y Seguridad Social en Salud; y que cuando de 

manera excepcional reciban tales dineros, deben acreditar dicha procedencia 

para efectos de que sean considerados inembargables. 

 

5. Mediante auto dictado el 1º de octubre de 2021, el juzgado de primer grado, 

resolvió mantener incólume la decisión cuestionada horizontalmente, 

considerando que debía entenderse que los dineros sobre los cuales recaía la 

medida cautelar eran los de libre destinación; y que las medidas decretadas 

habían sido limitadas en cuanto al valor de las sumas de dinero que podían ser 

retenidas por las entidades a las cuales se dirigió la ejecución de las mismas, al 

tenor de lo establecido en el precepto 599 ibídem. 

 

En cuanto a la ausencia de precisión del carácter de los dineros sobre los 

cuales recaía la medida, adujo que dicha situación factico—jurídica, se 

encontraba prevista en el inciso 2º del parágrafo del artículo 594 del citado 

compendio normativo, disposición a la que habían acudido las diferentes 

entidades financieras destinatarias de los oficios que comunicaban los 
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embargos decretados, absteniéndose en ejecutar esta medida por tener los 

dineros el carácter de inembargables.  

 

III. PROBLEMA JURIDICO 

 

Se deberá determinar si el embargo decretado sobre los dineros que reposan 

en las cuentas bancarias de las que es titular la demandada y los que se 

derivan de los contratos pendientes de cumplimiento a su favor, era 

procedente; y en este evento, si se hizo en los términos que legalmente se 

establecen, o si se presentó alguna omisión respecto de dicha medida. 

 

De otro lado, si el acogimiento de la totalidad de las medidas solicitadas, 

conlleva a un exceso, de cara a la obligación que se pretende recaudar. 

 

Finalmente, si resultan aplicables los numerales 8 y 9 del artículo 595 del 

Código General del Proceso, a la medida de secuestro decretada sobre los 

establecimientos de comercio propiedad de la demandada. 

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

1. Por regla general, los bienes del deudor son la prenda general de los 

acreedores, y en aras de garantizar que aquéllos se sustraigan de su 

patrimonio, se consagraron por el legislador las medidas cautelares dentro del 

cobro ejecutivo, para que de esta manera no se haga ilusoria la obligación cuyo 

recaudo se pretenda. 

 

Sin embargo, existen algunos bienes que se encuentran exentos de tales 

medidas, ya sea por su naturaleza, uso o destinación o en aras de respetar las 

necesidades mínimas del deudor, los cuales fueron enlistados taxativamente 

en el artículo 594 del Código General del Proceso. 

 

Dentro de dichas excepciones encontramos los bienes de uso público o con 

destinación a la prestación de un servicio público, en el numeral 3º de dicha 

preceptiva, como una garantía necesaria para salvaguardar el presupuesto del 
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Estado, especialmente, los valores dirigidos a cubrir las necesidades 

esenciales de la población, con el propósito de una “adecuada provisión, 

administración y manejo de los fondos necesarios para la protección de los 

derechos fundamentales y en general para el cumplimiento de los fines del 

Estado”1; pues de lo contrario, “(i) el Estado se expondría a una parálisis 

financiera para realizar el cometido de sus fines esenciales, y (ii) se 

desconocería el principio de la prevalencia del interés general frente al 

particular, el artículo 1 y el preámbulo de la Carta Superior”2. 

 

Por su parte, el artículo 25 de la Ley Estatutaria en Salud -Ley 1751 de 2015-, 

dispuso expresamente la inembargabilidad de todos “(…) los recursos públicos 

que financian la salud (…)”. 

 

Ahora, tal previsión no es absoluta, pues la Corte Constitucional3, acogió la 

posibilidad de perseguir bienes inembargables con el propósito de lograr: «(i) 

[La] satisfacción de créditos u obligaciones de origen laboral con el fin de hacer 

efectivo el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas (…), (ii) [El] pago 

de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y la realización de 

los derechos en ellas contenidos (…), (iii) [La extinción de] títulos emanados del 

Estado que reconocen una obligación clara, expresa y exigible (…), [y] (iv) Las 

anteriores excepciones son aplicables respecto de los recursos del SGP, 

siempre y cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente alguna de 

las actividades a las cuales estaban destinados dichos recursos (educación, 

salud, agua potable y saneamiento básico))”  

 

En igual sentido, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, 

obrando como juez constitucional, en reciente pronunciamiento4, emitido en un 

asunto de contornos similares, señaló que:  “es aplicable la excepción a tal 

inembargabilidad cuando el título objeto de recaudo tenga como génesis la 

prestación de servicios de salud, por ser ésta la actividad para la que están 

destinados los recursos del Sistema General de Participaciones” 

 

                                                 
1 Corte Constitucional. Sentencia C-539 de 2010 
2 Corte Constitucional. Sentencia C-546 de 1992, reiterada en C-543 de 2013 
3 Sentencia C-543 de 2013 
4 Sentencia STC 1339 de 2021 
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2. En el sub judice, fueron decretadas como medidas cautelares, entre otras, el 

embargo de los dineros depositados en cuentas bancarias de la demandada, 

así como los valores correspondientes a los contratos pendientes de 

cumplimiento a su favor; sin embargo, se arguye por esta parte que dichos 

bienes están contemplados como inembargables por tratarse de un actor 

propio del Sistema General de Seguridad Social en Salud, y que en 

consecuencia, al decretarse ese tipo de medidas, el funcionario judicial debía 

realizar la precisión de que trata el parágrafo de la norma 594 del Código 

General del Proceso, que ad literam contempla: 

 

“Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de 
decretar órdenes de embargo sobre recursos 
inembargables.  En el evento en que por ley fuere procedente 
decretar la medida no obstante el carácter de inembargable, 
deberán invocar en el orden de embargo el fundamento legal 
para su procedencia” (Resalto propio). 

 

No obstante, al resolverse por el a quo el recurso horizontal promovido 

principalmente, por la parte demandada, señaló que “en el caso en concreto, 

en lo que respecta al presente proceso, se debe entender entonces, que la 

medida cautelar de embargo de dineros de la IPS demandada, recae sobre 

los recursos de libre destinación” (Subrayas y negrillas fuera del texto). 

 

Y en cuento a la omisión de indicación expresa en ese sentido, indicó que tal 

situación era suplida por el inciso 2º del parágrafo antes citado, que señala: 

 

“Recibida una orden de embargo que afecte recursos de 
naturaleza inembargable, en la cual no se indicare el 
fundamento legal para la procedencia de la excepción, el 
destinatario de la orden de embargo, se podrá abstener de 
cumplir la orden judicial o administrativa, dada la naturaleza 
de inembargable de los recursos” (Resalto intencional). 

 

Disposición a la cual habían acudido las entidades destinatarios de los oficios 

mediante los cuales se informó sobre el decreto de las medidas referenciadas. 

 

De lo reseñado, puede colegirse que en el auto que resolvió la reposición, el 

juez de primer grado, precisó que los dineros objeto de embargo, eran aquéllos 

que no estaban destinados a la prestación de un servicio de salud, y que, por 
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ende, eran de libre disposición de la demandada, es decir, sobre los que no 

están cobijados por la garantía de inembargabilidad. 

 

Significa lo anterior, que estaba sujeto a lo establecido frente al embargo de 

bienes inembargables, en el parágrafo del artículo 594 del Código General del 

Proceso, esto es, a “invocar en la orden de embargo el fundamento legal para 

su procedencia”, pues los dineros de libre disposición de la sociedad ejecutada, 

son aquéllos que no provienen del Estado con destino a la prestación del 

servicio público de salud y, por ende, no tienen carácter de inembargables. 

 

Ahora, si bien es cierto que la precisión del objeto de la medida se indicó en el 

auto que resolvió la reposición, ello no implica la revocatoria del decreto de 

ésta, pues ante la ausencia de indicación de fundamento legal que soporte 

dicha decisión debe entenderse, como lo señaló el a quo, que no recae sobre 

los dineros establecidos como inembargables, sino sobre aquéllos que sí lo 

son, estando facultadas las entidades que reciban la comunicación en ese 

sentido, abstenerse de cumplir con la orden, si los dineros o bienes son 

inembargables, como en efecto se hizo en este caso. 

 

Así las cosas, el recurso de apelación de la demandada sustentado en la 

improcedencia del embargo de los dineros depositados en cuentas a nombre 

de la demandada, y de los valores adeudados a ésta como consecuencia de 

contratos a su favor, resulta inadmisible, ante la precisión efectuada al 

resolverse el recurso horizontal, como viene de señalarse, que, a pesar de 

haberse negado, contiene una decisión implícita a su favor en ese sentido, 

careciendo en consecuencia de interés para impugnarla. 

 

3. Respecto de la limitación de las medidas, por considerar la parte demandada 

que el decretar la totalidad de las solicitadas es excesivo considerándose el 

valor de los bienes de cara al monto de la obligación objeto de recaudo, debe 

señalarse que no es en el momento de resolver sobre la procedencia o no del 

decreto de las medidas que el funcionario judicial debe realizar el análisis de la 

proporcionalidad a la que hace referencia; sino, una vez se le comunique el 

perfeccionamiento de las mismas, y antes de fijar fecha de remate, de oficio o a 
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petición de parte, conforme lo establecido en el artículo 600 del Código General 

del Proceso. 

 

Lo anterior, considerando que para el momento en que se define el decreto de 

las medidas cautelares, se desconoce por el juez cognoscente cuáles se van o 

no a perfeccionar, al igual que el monto de los bienes objeto de las que se 

hagan efectivas; salvo lo referente a dineros, que desde su decreto fueron 

limitados, en el evento de ser procedentes, conforme lo establecido en el inciso 

3º del precepto 599 ibídem. 

 

Ahora, si una vez se perfeccionen las medidas, la parte demandada estima que 

de acuerdo al valor de los bienes afectados se supera la limitación 

contemplada en la norma que viene de citarse, está facultada para solicitar el 

levantamiento de alguna de las medidas, si el funcionario judicial no lo hace de 

oficio. 

 

4. En lo que se refiere a la aplicación de los numerales 8 y 9 del artículo 595 

del Código General del Proceso, respecto del secuestro decretado sobre los 

establecimientos de comercio propiedad de la demandada, se advierte que no 

se pronunció el juez de primer grado frente a este argumento; no obstante, se 

procederá esta Corporación al respecto.  Veamos: 

 

Señalan las citadas disposiciones que, tratándose secuestro de establecimiento 

de comercio, empresa industrial o minera u otra distinta, o de bienes 

destinados a un servicio público prestado por particulares, se dejará al factor o 

representante legal cumpliendo las funciones de secuestre, quien tendrá la 

obligación de rendir cuentas de manera periódica, o por solicitud del interesado 

en la medida, se designará un secuestre para que se encargue de la 

administración, a dependencia de quien quedará quien venía desempeñando 

esa función en el establecimiento objeto de secuestro, sin que puede éste 

ejecutar acto alguno sin su autorización, ni disponer de bienes o dineros. 

 

Sin embargo, que la ausencia de solicitud de la demandante en el escrito de 

medidas sobre el nombramiento de secuestre para la administración de los 

establecimientos de comercio que se ordenaron secuestrar, no impedí la 
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designación de un secuestre, pues es factible que al momento de practicar la 

medida se exija por la parte interesada la administración por parte de éste, 

máxime que la diligencia ha de ser practicada por comisionado, bastando que 

se realice la precesión de dicha situación; por tanto, se precisará el auto objeto 

de reparo, indicando que en la diligencia que se realice con dicha finalidad por 

el comisionado, se entregará la administración de los establecimientos de 

comercio sobre los que se extienda el secuestro, al secuestre designado por el 

juzgado, en el evento de así requerirlo la parte ejecutante, en los términos 

establecidos en el numeral 8 del artículo 595 del Código General del Proceso, 

por lo que se adicionará el auto del 21 de julio en este sentido. 

 

5. Finalmente, en lo cuanto a la manifestación realizada por el recurrente frente 

al embargo de los remanentes o de los bienes que se le llegaran a 

desembargar a la sociedad demandada en otro proceso ejecutivo adelantado 

en su contra, si bien frente este aspecto, tampoco se realizó pronunciamiento 

alguno el a quo, basta con señalar que la carga de indagar sobre la posibilidad 

de perfeccionamiento de la misma es del demandante, y no del funcionario 

judicial, pero además, quien define finalmente la procedencia o no de la misma, 

es la entidad a quien se comunica el decreto de la medida para su ejecución. 

 

Por tanto, el hecho de haberse solicitado por la ejecutante la citada medida, 

estando el proceso terminado, no era óbice para su decreto, máxime cuando el 

juez desconocía tal situación, y no estaba obligado, como viene de señalarse, a 

verificarlo.  

 

Consecuente con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Medellín, en Sala Unitaria de Decisión Civil, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

VI. RESUELVE: 

 

PRIMERO:  CONFIRMAR las providencias proferidas el 21 de julio y el 19 de 

agosto de 2021, proferidas por el Juzgado Dieciséis Civil del Circuito de 
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Medellín, mediante las cuales se decretaron las medidas cautelares solicitadas 

por la parte demandante, por las razones expuestas en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: ADICIONAR el auto del 21 de julio de 2021, en el sentido de 

indicar que en la diligencia que se realice con dicha finalidad por el 

comisionado, se entregará la administración de los establecimientos de 

comercio sobre los que se extienda el secuestro, al secuestre designado por el 

juzgado, en el evento de así requerirlo la parte ejecutante, en los términos 

establecidos en el numeral 8 del artículo 595 del Código General del Proceso, 

por lo que se adicionará el auto del 21 de julio en este sentido. 

  

TERCERO: CONDENAR a la demandada, sociedad Promedan S.A., a pagar a 

favor de la demandante, sociedad Farmaceres S.A., las costas causadas en 

esta instancia, las que serán liquidadas de manera conjunta por el juzgado de 

origen. 

 

CUARTO: FIJAR como agencias en derecho la suma de un salario mínimo 

legal mensual vigente, al tenor de lo establecido en el numeral 7º del artículo 5º 

del Acuerdo PSAA16-10554 de 2016. 

 

QUINTO: En firme la presente, devuélvase el expediente digital a su lugar de 

origen.  

 

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

RAFAEL ANTONIO MATOS RODELO  

MAGISTRADO  

 


